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CARGA TICA les da la bienvenida a todos sus servicios para el transporte y entrega de 

paquetería, de acuerdo con lo presentado a través de la página web www.cargatica.com  y 

aplicación móvil.  

 

La utilización del sitio www.cargatica.com  o utilizar los servicios de carga tica implica la 

aceptación de todos los términos y condiciones en este acuerdo; por favor léalos 

cuidadosamente.  

 

Siendo que Carga Tica es su socio confiable en soluciones de logística y transporte de carga 

y proporcionamos soluciones de logística y transporte de carga desde Miami a Costa Rica, 

además de un eficiente sistema de entrega local que agiliza el proceso de la recepción del 

cliente final, superando las expectativas de nuestros clientes con servicios, confiables, 

eficientes y seguros. Es que siempre en apego a las leyes costarricenses y los países que nos 

regulan, creamos esta política de términos y condiciones en cuanto al cumplimiento de la 

ley que a continuación se describirá.  

 

A continuación, explicaremos los alcances, implicaciones y sanciones a las que usted como 

cliente se podría ver involucrado ante el incumplimiento de la Ley 8204 (Ley de 

Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de uso no autorizado, Actividades 

conexas, Legitimación de capitales y Financiamiento al terrorismo) cuando utilice nuestros 

servicios con otros fines a los que se establecen en nuestras políticas que usted ya conoce.  

 

http://www.cargatica.com/
http://www.cargatica.com/


 

EL ARTÍCULO 1 DE LA LEY ANTES MENCIONADA (8204) ESTABLECE: 

“La presente Ley regula la prevención, el suministro, la prescripción, la 

administración, la manipulación, el uso, la tenencia, el tráfico y la 

comercialización de estupefacientes, psicotrópicos, sustancias inhalables y demás 

drogas y fármacos susceptibles de producir dependencias físicas o psíquicas, 

incluidos en la Convención Única sobre Estupefacientes de las Naciones Unidas, 

de 30 de mayo de 1961, aprobada por Costa Rica mediante la Ley No. 4544, de 

18 de marzo de 1970, enmendada a la vez por el Protocolo de Modificación de la 

Convención Única sobre Estupefacientes, Ley No. 5168, de 25 de enero de 1973, 

así ́como en el Convenio de Viena sobre Sustancias Psicotrópicas, de 21 de febrero 

de 1971, aprobado por Costa Rica mediante la Ley No 4990, de 10 de junio de 

1972; asimismo, en la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito 

de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, de 19 de diciembre de 1988 

(Convención de 1988), aprobada por Costa Rica mediante la Ley No 7198, de 25 

de setiembre de 1990.  

Además, se regulan las listas de estupefacientes, psicotrópicos y similares lícitos, 

que elaboraran y publicaran, en La Gaceta, el Ministerio de Salud y el Ministerio 

de Agricultura y Ganadería (MAG). Asimismo, se ordenan las regulaciones que 

estos Ministerios dispondrán sobre la materia.  

También se regulan el control, la inspección y la fiscalización de las actividades 

relacionadas con sustancias inhalables, drogas o fármacos y de los productos, los 

materiales y las sustancias químicas que intervienen en la elaboración o 

producción de tales sustancias; todo sin perjuicio de lo ordenado sobre esta 

materia en la Ley general de salud, No 5395, de 30 de octubre de 1973, y sus 

reformas; la Ley general del servicio nacional de salud animal, No 8495, de 6 de 

abril de 2006 y sus reformas; la Ley de ratificación del Contrato de Préstamo 

suscrito entre el Gobierno de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo, 

para un Programa de Desarrollo Ganadero y Sanidad Animal (Progasa), No 7060, 

de 31 de marzo de 1987.  

Además, se regulan y sancionan las actividades financieras, con el fin de evitar 

la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar 

actividades terroristas, tal como se establece en esta Ley. 



 

Es función del Estado, y se declara de interés público, la adopción de las medidas 

necesarias para prevenir, controlar, investigar, evitar o reprimir toda actividad 

ilícita relativa a la materia de esta Ley.  

(Así ́reformado por el artículo 2°, punto 1., aparte b) de la Ley de Fortalecimiento 

de la Legislación contra el Terrorismo, N° 8719 de 4 de marzo de 2009).” 

Para Carga tica, es de suma importancia que usted como cliente este enterado, que nuestra 

empresa, en apego a la normativa vigente costarricense no tolerara las acciones que por 

Dolo o Culpa infrinjan la presente política en violación a la ley 8204. 

Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo 

ilícito de las drogas y las demás sustancias citadas en la Ley 8204; asimismo, de delitos 

relacionados con la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar 

actividades u organizaciones terroristas.  

Carga Tica tendrá el derecho de supervisar y controlar las cargas que sean enviadas por los 

deferentes medios que utiliza la empresa por los afiliados, para procurar la seguridad de la 

empresa y la seguridad nacional y estará en constante comunicación y anuente brindar la 

información necesaria con las autoridades en caso de presentarse un incidente de esta 

índole.  

SOBRE EL DECOMISO DE CARGAS (PAQUETES) CONTAMINADOS. 

A continuación, y en aras de la mayor transparencia de nuestra empresa con nuestros 

clientes, es que hacemos una COPIA TEXTUAL de la regulación vigente y a la que Carga Tica 

se someter de ser necesario y así con estos se tenga claridad sobre que podría pasar con 

cualquier carga que sea enviada por medio de nuestra empresa y la misma resulte 

contaminada y nos veamos en la obligación de activar los protocolos por el incumplimiento 

de la ley 8204.  

Artículo 83.—Todos los bienes muebles e inmuebles, vehículos, instrumentos, 

equipos, valores, dinero y demás objetos utilizados en la comisión de los delitos 

previstos en esta Ley, así ́ como los diversos bienes o valores provenientes de 

tales acciones, serán decomisados preventivamente por la autoridad competente 



 

que conozca de la causa; lo mismo procederá́ respecto de las acciones, los 

aportes de capital y la hacienda de personas jurídicas vinculadas con estos 

hechos.  

Artículo 84.—De ordenarse cualquiera de las medidas mencionadas en el artículo 

anterior, los bienes deberán ponerse en depósito judicial, en forma inmediata y 

exclusiva, a la orden del Instituto Costarricense sobre Drogas. Previo 

aseguramiento por el valor del bien, para garantizar un posible resarcimiento por 

deterioro o destrucción, el Instituto Costarricense sobre Drogas deberá́ destinar 

estos bienes, inmediatamente y en forma exclusiva, al cumplimiento de los fines 

descritos en la presente Ley, salvo casos muy calificados aprobados por el 

Consejo Directivo; asimismo, podrá́ administrarlos o entregarlos en fideicomiso a 

un banco estatal, según convenga a sus intereses. Si se trata de bienes inscritos 

en el Registro Nacional, la autoridad que conozca de la causa ordenará de 

inmediato la anotación respectiva y la comunicará al Instituto Costarricense sobre 

Drogas. Los beneficios de la administración o del fideicomiso se utilizaran para la 

consecución de los fines del Instituto.  

 

SOBRE LOS DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Si bien es cierto y ningún costarricense podrá alegar desconocimiento de la Ley, Carga Tica 

en aras de tener una comunidad realmente informada y capacitada para evitar problemas 

legales tanto personales como para la empresa, es que de la manera más responsable y 

amigable, nos dimos a la tarea de incluir en esta política, las sanciones a las que se podrían 

ver involucrados las personas que incumplan con lo establecido en la Ley 8204.  

Artículo 57.—En todo lo no regulado de manera expresa en este título, deberá 

aplicarse supletoriamente la legislación penal y procesal penal. Sin embargo, al 

conocer el caso concreto, el juez deberá aplicar siempre las disposiciones y los 

principios del Código Penal.  

Artículo 58.—Se impondrá́ pena de prisión de ocho a quince años a quien, sin 

autorización legal, distribuya, comercie, suministre, fabrique, elabore, refine, 

transforme, extraiga, prepare, cultive, produzca, transporte, almacene o venda 

las drogas, las sustancias o los productos referidos en esta Ley, o cultive las 

plantas de las que se obtienen tales sustancias o productos. La misma pena se 

impondrá a quien, sin la debida autorización, posea esas drogas, sustancias o 

productos para cualquiera de los fines expresados, y a quien posea o comercie 

semillas con capacidad germinadora u otros productos naturales para producir 

las referidas drogas.  

Artículo 59.—Será sancionado con pena de prisión de tres a ocho años quien 

construya o facilite el uso de pistas de aterrizaje o sitios de atraque, para que 



 

sean utilizados en el transporte de dinero o bienes provenientes del narcotráfico, 

las drogas o las sustancias referidas en esta Ley.  

Artículo 60.—Será sancionado con pena de prisión de cuatro a ocho años quien, 

por cualquier medio, intimide o disuada a otra persona para evitar la denuncia, 

el testimonio, la investigación, la promoción y el ejercicio de la acción penal o el 

juzgamiento de las actividades delictivas descritas en esta Ley.  

Artículo 61.—Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante 

promesa remunerada, exhorte a un funcionario público para que procure, por 

cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 

indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en 

esta Ley. Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga 

desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos de esos delitos, o asegure 

el provecho o producto de tales actos.  

Artículo 62.—Se impondrá pena de prisión de tres a diez años e inhabilitación 

para el ejercicio de las funciones públicas durante el mismo período, al servidor 

o funcionario público que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión 

de las personas sujetas a investigación, indiciadas o condenadas por la comisión 

de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.  La pena será de ocho a veinte 

años de prisión si los actos mencionados en el párrafo anterior son realizados por 

un juez o fiscal de la República. Si los hechos ocurren por culpa del funcionario o 

empleado, se le impondrá pena de prisión de seis meses a tres años, en los 

presupuestos del primer párrafo del presente artículo, y pena de prisión de dos a 

cinco años cuando se trate de los actos contemplados en el segundo párrafo; en 

ambos casos, se impondrá inhabilitación para ejercer cargos públicos por el 

mismo plazo.  

Artículo 63.-Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e 

inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta por cinco (5) años, 

al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero 

y que, teniendo en su custodia información confidencial relacionada con 

narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de capitales o de 

financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición 

de esta información, sin cumplir los requisitos legales.  

Artículo 64.—Se impondrá pena de prisión de dos a cinco años a quien, estando 

legalmente autorizado, expenda o suministre las sustancias controladas referidas 

en esta Ley, sin receta médica o excediendo las cantidades señaladas en la receta. 

Además de esta sanción, se le impondrá inhabilitación de cuatro a ocho años para 

ejercer la profesión o el oficio.  

Artículo 65.—Siempre que no esté́ penado más severamente, se sancionará con 

prisión de seis meses a tres años e inhabilitación hasta por dos años para el 

ejercicio de la profesión, a las siguientes personas:  

a) Los facultativos que hallándose autorizados para prescribir las 

sustancias o productos referidos en esta Ley, los prescriban sin 

cumplir con las formalidades previstas en su artículo 2o, así como 

en otras leyes y reglamentos sobre la materia.  



 

b) Los regentes farmacéuticos, los veterinarios y el regente técnico 

profesional a quienes se refiere esta Ley cuando:  

1.- No lleven debidamente registrado el control de 

los movimientos de los estupefacientes y las 

sustancias o los productos psicotrópicos referidos en 

esta Ley.  

2.- No muestren a la autoridad de salud la 

documentación correspondiente para el mejor 

control del comercio, suministro y uso de los 

estupefacientes y las sustancias o productos 

psicotrópicos que señala esta Ley.  

3.- Permitan que personal no autorizado mantenga 

en depósito, manipule o despache recetas de 

estupefacientes o productos psicotrópicos declarados 

de uso restringido.  

Artículo 66.—Se impondrá pena de prisión de uno a seis años a los responsables 

o empleados de establecimientos abiertos al público que permitan, en el local, la 

concurrencia de personas para consumir las drogas y los productos regulados en 

esta Ley. Asimismo, podrá ordenarse la cancelación de la licencia, el permiso o la 

autorización para ejercer la actividad por cuyo desempeño se ha cometido el 

delito, u ordenarse la clausura temporal o definitiva de la actividad, el 

establecimiento o la empresa por los cuales se ha cometido el delito.  

Artículo 67.—Se impondrá pena de prisión de tres a ocho años a quien, 

directamente o por persona interpuesta, influya en un servidor público o 

autoridad pública, prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de 

cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con él o con 

otro funcionario o autoridad pública, real o simulada, para obtener licencias, 

permisos o gestiones administrativas que faciliten la comisión de los delitos 

establecidos en esta Ley, con el propósito de lograr por ello, directa o 

indirectamente, un beneficio económico o una ventaja indebida para sí o para 

otro.  

Artículo 68.—Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien 

aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso financiero proveniente del tráfico 

ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 

actividades político- electorales o partidarias.  

Artículo 69.-Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años: 

 

a) Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, 

sabiendo que estos se originan en un delito que, dentro de su rango de 

penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o 

más, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, 

o para ayudarle a la persona que haya participado en las infracciones, a 

eludir las consecuencias legales de sus actos.  



 

b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, 

el destino, el movimiento o los derechos sobre los bienes o la propiedad 

de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un 

delito que dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de 

prisión de cuatro (4) años o más.  

Artículo 69 bis.- Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años quien, 

por cualquier medio y de manera directa o indirecta, recolecte, oculte, provea, 

promueva, facilite o de cualquiera otra forma coopere con la recolección o la 

entrega de los fondos, productos financieros, recursos o instrumentos, en el país 

o en el extranjero, con la intención o el conocimiento de que estos se utilicen o 

destinen al financiamiento de actos terroristas, aunque estos no lleguen a 

ejecutarse, o a organizaciones declaradas como terroristas, de acuerdo con el 

Derecho internacional, o que tengan fines terroristas. El hecho podrá ser juzgado 

en Costa Rica, sin importar el lugar donde haya sido cometido.  

Artículo 70.-Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el 

propietario, directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, el 

representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 

funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero 

que, por culpa en el ejercicio de sus funciones, apreciada por los tribunales, haya 

facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un delito de 

financiamiento al terrorismo.  

Artículo 71.—Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien 

se dedique a alguna de las actividades señaladas en el artículo 36 de esta Ley, y 

no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense 

sobre Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él 

forme parte, cuando tenga motivos razonables para considerar que las 

sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, 

fabricación, extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias 

psicotrópicas u otras con efectos semejantes  

Artículo 72.—Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, 

enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad competente, 

independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de 

legitimación de capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin 

perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a derecho.  

Artículo 73.—Se impondrá pena de prisión de ocho a quince años a quien 

produzca, fabrique, prepare, distribuya, transporte, almacene, importe o exporte 

precursores u otros productos químicos incluidos en esta regulación, además de 

máquinas y accesorios, para utilizarlos en la comisión de alguno de los delitos 

tipificados en esta Ley. La pena será de ocho a veinte años de prisión cuando el 

delito se cometa mediante la constitución o el empleo de una organización 

delictiva.  

Artículo 74.—Se impondrá pena de prisión de uno a tres años a quien:  

a) Utilice permisos y licencias, obtenidos legítimamente, para 

importar cantidades mayores que las autorizadas de precursores u 

otras sustancias químicas incluidos en esta regulación, o las 



 

máquinas y los accesorios diferentes de los permitidos en las 

autorizaciones. Con la misma pena se sancionará a quien falsifique 

estos permisos y licencias.  

b) Posea, sin autorización, precursores, químicos, solventes u otras 

sustancias que sirvan para procesar las drogas o sus derivados 

referidos en la presente Ley.  

c) Modifique o cambie las etiquetas de los productos controlados 

para hacerlos pasar por otros, con el propósito de desviarlos hacia 

actividades ilegales o evadir los controles.  

Artículo 75.—Se impondrá pena de prisión de tres a ocho años a quien desvíe 

tanto productos químicos como precursores, máquinas o accesorios hacia fines o 

destinos diferentes de los autorizados dentro de Costa Rica y fuera de ella.  

Artículo 76.—Quien haya cumplido los requisitos estipulados en el artículo 42 de 

esta Ley, pero suministrando información falsa, será sancionado con pena de 

prisión hasta de seis meses.  

Artículo 77.—La pena de prisión será de ocho a veinte años cuando en las 

conductas descritas en los delitos anteriores concurra alguna de las siguientes 

circunstancias en el autor o partícipe:  

a) Las drogas tóxicas, los estupefacientes o las sustancias 

psicotrópicas se faciliten a menores de dieciocho años, disminuidos 

psíquicos o mujeres embarazadas.  

b) Las drogas tóxicas, los estupefacientes o las sustancias 

psicotrópicas se introduzcan o difundan en centros docentes, 

culturales, deportivos o recreativos, en establecimientos 

penitenciarios y lugares donde se realicen espectáculos públicos.  

c) Se utilice a menores de edad, incapaces o farmacodependientes 

para cometer el delito.  

d) El padre, la madre, el tutor o responsable de la guarda y crianza 

de la persona perjudicada, sea el autor del delito.  

e) Cuando una persona, valiéndose de su función como docente, 

educador o guía espiritual del perjudicado, o de su situación de 

superioridad en forma evidente, coarte la libertad de la víctima.  

f) Cuando se organice un grupo de tres o más personas para 

cometer el delito.  

g) Cuando esos delitos se cometan a nivel internacional.  

h) Cuando la persona se valga del ejercicio de un cargo público.  

 



 

Es importante que los usuarios tengan claros que Carga Tica, no tolerará ni permita el 

incumplimiento a esta política, y ante cualquier alerta estaremos en toda la disposición de 

colaborar con la autoridades pertinentes siempre en aras de salva guardar los intereses 

internos de la empresa, por tal motivo los instamos a leer esta y todas las demás políticas 

establecidas por la empresa, porque las mismas serán de firma y conocimiento obligatorios 

y no se podrá alegar desconocimiento de las mismas. 

Es todo.  


